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El tema de la innovación y las mejores prácticas remite de una manera fatal al fracaso de las políticas de modernización y reforma del estado que se llevaron a cabo en las décadas del 80 y del 90 impulsadas de forma unánime por los organismos multilaterales de crédito. 

La falta de una concepción política en la formulación de las acciones de gobierno nos dio como contrapartida un Estado remiso al tiempo de asumir la prestación de los servicios esenciales para toda comunidad y, como reverso, una organización sobredimensionada para un Estado que había renunciado a las competencias que originariamente le habían dado sentido.

América Latina transita un nuevo rumbo, una parte importante de la agenda pública de gobierno está empeñada en recuperar el protagonismo del Estado como articulador social reduciendo la brecha de desigualdad, promoviendo el crecimiento con mayor inclusión social y facilitando para todos el acceso a los bienes públicos: educación, salud, vivienda, acceso a la justicia y trabajo.

En este marco, las mejores prácticas o la innovación no son unívocas ni implican el tránsito obligado de todos los países por una suerte de sendero predefinido de una sola mano que garantizaría el arribo final a la tan ansiada meta.  Resulta insuficiente concebir la reformulación del Estado como la progresiva incorporación y adaptación de sus estructuras a los nuevos adelantos provenientes de la ciencia y de la técnica.

El Estado nación moderno es una construcción socio histórica. En cada región, ha adquirido matices relacionados a su singular derrotero en el tiempo. Ellos no pueden ser obviados a la hora de seleccionar las mejores prácticas o la innovación.

Argentina acuñó tempranamente el concepto de descentralización y autarquía y, en febrero de 1875, concibió para la provincia de Buenos Aires la primera ley de educación común y obligatoria que lleva el Nº 988, encomendando la prestación del servicio educativo en un diseño que otorgaba a la Dirección General de Escuelas, esa era su denominación, la posibilidad de organizar, administrar y desconcentrar, a través de órganos de grado inferior, los servicios educativos en todo el territorio bonaerense. Más de 20 años después, el Gobierno Nacional promulgó la ley de educación común.

Al sólo efecto enunciativo, valdría la pena recordar otros modelos de descentralización, algunos subsisten y otros no, que caracterizaron la intervención del Estado en la economía -como lo fue la ley de empresas del estado- o los organismos de organización social o de fomento a la industria naciente en la década del 50 o las transferencias de competencias públicas a organismos públicos no estatales como los colegios profesionales y sus cajas que siguen hasta hoy habilitando la matrícula, el ejercicio y los servicios sociales en las diversas profesiones.

La recapitulación no es caprichosa, tiende a mostrar con mirada nueva herramientas viejas que gozan de amplia legitimidad social y siguen siendo valiosas al tiempo de la toma de decisiones. Creo que antes de seleccionar un diseño o una práctica, no debemos sólo incorporar nuevas tecnologías, sino tener en cuenta que con ausencia de planificación y diseño de políticas públicas, tecnología mediante, estamos condenados al fracaso y que, si el objetivo último del Estado no está puesto en el desarrollo, o el Estado está ausente o ha perdido su vigencia.

El desarrollo, según Amartya Sen, Premio Nobel, es la expansión de las capacidades de las personas para buscar la libertad. No la libertad como ausencia de restricciones, sino la libertad en el sentido positivo, de la capacidad de hacer cosas, de ir y de volver, no porque el camino esté libre sino porque existen los medios para ir y para volver, de vivir y no de sobrevivir, de escoger una profesión y poder ejercerla, de tener todas las capacidades  para la realización humana (Sen, 1999).

En el sentido de la construcción del desarrollo como libertad, el Estado tiene un papel más amplio que el de buscar  la estabilidad y el crecimiento económico, tiene que garantizar estas libertades y asegurar derechos para la realización

plena de los individuos. El Estado lo hace a través de las políticas públicas. Las políticas públicas, por lo tanto, son más que aquellos consensos, son la manera en que las sociedades buscan alcanzar aquellos bienes, aquellos recursos morales que todos queremos (Hirschman, 2001).
La selección de la organización adecuada implica un cambio cualitativo en las relaciones del Estado con la sociedad, teniendo a la ciudadanía como sustento de la soberanía. 

No basta con que haya inclusión y debate público; es necesario que las personas participen del juego y verdaderamente sean protagonistas, estén incluidas, y participen no sólo de la competencia política sino de la gestión de las políticas públicas y de su control social.

Considero por tanto, que hay cuatro dimensiones en las que deberemos trabajar para lograr el cambio cualitativo. La ciudadanía, la democracia, la gobernabilidad y la gobernanza 

· La moderna concepción de ciudadanía considera el pleno ejercicio de los derechos civiles, políticos y sociales (Marshall, 2002). Hoy al respeto de estos derechos clásicos deben unirse los nuevos derechos que han surgido en los últimos treinta, cuarenta años: el respeto a la preservación del medioambiente, el derecho a los bienes culturales, la protección de los bienes públicos. La reforma debe hacerse para fortalecer la ciudadanía y garantizar el ejercicio pleno de derechos.

· La dimensión de la democracia. La reforma debe buscar más transparencias (en la toma de decisiones y en las cuentas públicas), más participación ciudadana, concertación política y control social.

· La dimensión de la gobernabilidad, es decir la capacidad de toma de decisiones, de regulación, de coordinación de decisiones económicas, y de arbitraje, funciones a las que el Estado no puede renunciar.

· La gobernanza, el análisis estratégico, la capacidad de diseñar e implementar políticas públicas y hacerlas más efectivas.

Así, se puede decir que no se hacen reformas administrativas sólo con el recorte del gasto público ni con el diseño de organigramas, sino con sentido político, con cambios culturales, estrategias eficaces de políticas públicas, perfeccionamiento continuo de sistemas gerenciales y procesos de trabajo.

Si las mejores prácticas están orientadas por el análisis estratégico, las políticas públicas serán más justas y equitativas.

· Del mismo modo debe tener como objetivo que las políticas públicas estén mejor diseñadas. Muchos de los problemas de las políticas es que no tienen objetivos claros, comunicables, tangibles y verificables. Es necesario que sean diseñadas de manera que puedan ser implementadas y evaluadas.

· Asimismo que estén más integradas, tanto en sentido vertical -que en los sistemas federales es muy complejo, porque se tienen que articular las acciones del gobierno central, de los Estados o provincias, de los municipios, con capacidades y recursos diferentes-, como en sentido horizontal -entre sectores diferentes, que permitan la acción conjunta de organismos, de asociaciones, de empresas y de actores, desde perspectivas de análisis diferentes. Que estén implementadas efectivamente y mejor evaluadas. 

              Finalmente, que sean efectivas.

· La reformulación del Estado no puede guiarse solamente por la perspectiva gerencialista, que estaba presente en las reformas de los años ochenta y noventa.

· En segundo término, se debe “repolitizar” el tema de la reforma. No se puede tratar como una cuestión técnica, sin consecuencias políticas importantes y sin el compromiso de las fuerzas políticas de la sociedad.

· En  tercer lugar, se debe introducir en los proyectos de reforma el análisis estratégico, desde el punto de vista global, que define el proyecto de la sociedad, hasta los diversos sectores, organizaciones, instituciones, que participan o que sufren las consecuencias de las acciones del proyecto.

· En cuarto término, se debe perseguir la descentralización responsable. O sea, transferir decisiones y acciones a los entes federales, a los municipios, dotándoles de recursos y de capacidades para hacerlas. No se puede persistir en la centralización en países de las dimensiones de Argentina. Se debe promover la integración horizontal y vertical, o sea, la articulación de las acciones entre los niveles de gobierno (federal, provinciales y municipales) y entre los diferentes sectores involucrados en una política pública.

Finalmente, hay que construir la concertación política necesaria para el éxito del proyecto de modernización. El consenso político empieza con la comunicación adecuada, para que las personas puedan entender la reforma y poder contribuir para que realice sus objetivos.

En el orden nacional, el Poder Ejecutivo ha encomendado a la Jefatura de Gabinete dotar a los diversos ministerios de esquemas innovativos que permitan a través de nuevas tecnologías hacer más transparentes las actividades que se desarrollan en los mismos, posibilitando el control de la ciudadanía de manera sencilla, no presencial y evitando demoras burocráticas innecesarias. 

La Secretaría de la Función Pública ha desarrollado programas interministeriales que permiten el seguimiento por cumplimiento de objetivos y también la capacitación y profesionalización de los agentes. Desde el viejo derrotero de los requisitos y esperas, que para habitantes y migrantes implicaba la obtención del documento nacional de identidad o la residencia, pasando por el sistema de compras del estado y facilitando el acceso a la justicia.  Destacando también lo realizado en materia de avances respecto de la firma digital y el expediente electrónico.

En otro orden, el Decreto 1172 de diciembre de 2003, establece y aprueba el régimen de audiencias públicas, publicidad de la gestión de intereses, elaboración participativa de normas, acceso a la información pública y reuniones abiertas de los entes reguladores de servicios públicos.

En este sentido, podríamos decir que en este tema hemos dado un paso importante pero no suficiente, y que, debemos adoptar desde   el ámbito parlamentario políticas legislativas, readecuar las preexistentes (leyes 24.076 de marco regulatorio de gas natural y 24.065 de energía eléctrica), y sancionar las herramientas legales  que diseñen los trazos generales para que las reformas institucionales y el diseño de políticas publicas de marcada trascendencia social, puedan desarrollarse en el marco de una democracia legítima, transparente, eficiente y resulten así,  perdurables en el tiempo.  

